
REFORMAS A VALORAR                   SENTENCIAS CON RESONANCIA

21�

�
LEY DE ARBITRAJE Y DEL PODER JUDICIAL
BOE: 21/05/2011
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2011-8847 
(PDF de la disposición y análisis jurídico). 
�Ley Orgánica 5/2011, complementaria a la Ley 11/2011, de 20 de
mayo, de reforma de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje
y de regulación del arbitraje institucional en la Administración Gene-
ral del Estado para la modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de
julio, del Poder Judicial.

� Entrada en vigor el 10 de junio de 2011.

Notas generales: Se introducen dos nuevos artículos
11 bis y 11 ter con la siguiente redacción: «Artículo 11 bis.
Arbitraje estatutario: 1. Las sociedades de capital podrán
someter a arbitraje los conflictos que en ellas se planteen.
2. La introducción en los estatutos sociales de una cláu-
sula de sumisión a arbitraje requerirá el voto favorable de,
al menos, dos tercios de los votos correspondientes a las
acciones o a las participaciones en que se divida el capi-
tal social. 3. Los estatutos sociales podrán establecer que
la impugnación de los acuerdos sociales por los socios o
administradores quede sometida a la decisión de uno o
varios árbitros, encomendándose la administración del
arbitraje y la designación de los árbitros a una institución
arbitral.» «Artículo 11 ter. Anulación por laudo de acuer-
dos societarios inscribible: 1. El laudo que declare la nuli-
dad de un acuerdo inscribible habrá de inscribirse en el
Registro Mercantil. El “Boletín Oficial del Registro Mer-
cantil” publicará un extracto. 2. En el caso de que el
acuerdo impugnado estuviese inscrito en el Registro Mer-
cantil, el laudo determinará, además, la cancelación de
su inscripción, así como la de los asientos posteriores que
resulten contradictorios con ella.» La presente Ley entra-
rá en vigor a los veinte días de su publicación en el «Bo-
letín Oficial del Estado». 

�

DESPROPORCIONADA EXIGENCIA 
DEL REGISTRADOR 
n Es desproporcionada la exigencia del registrador 
de tener a la vista, para comprobación directa, el
testimonio de la certificación maestra, sin que le baste
la dación de fe notarial. 
� Sala de lo Civil. � STS de 15 de febrero de 2011 � Nº de recurso:
1239/2007 � Jesús Corbal Fernández � Consultar en CENDOJ: 
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp (Roj: STS 3397/2011).

Notas generales: El Tribunal Supremo considera
que “el tema del recurso se centra exclusivamente en
la acreditación necesaria para la constitución de una
sociedad mercantil que no figura registrada la deno-
minación social elegida, lo que tiene lugar mediante
la presentación al notario de la certificación negati-
va correspondiente expedida por el Registrador Mer-
cantil Central que deberá protocolizarse con la escri-
tura matriz”.“ El problema se plantea –señala la Sa-
la– cuando la comunicación entre el Registrador
Mercantil Central y el notario tiene lugar mediante
el sistema de firma electrónica y, más concretamen-
te, en las consecuencias de ello en la posterior rela-
ción entre el notario autorizante de la escritura pú-
blica de constitución de la sociedad y el RM que ha de
practicar la inscripción en el Registro que tiene lugar
mediante soporte papel”. La Sala estima el recurso,
en primer lugar, considera “desproporcionada la exi-
gencia mantenida por el registrador de tener a la vis-
ta para la comprobación directa la documentación de
cumplimiento de los requisitos de la comunicación
mediante el sistema de firma electrónica y, en concre-
to del testimonio de la certificación maestra, sin que
le baste la dación de fe notarial”. En segundo lugar,
se entiende que “No es razonable exigir una doble
comprobación de dichos requisitos, y tampoco lo es
minorar el alcance de la fe notarial respecto de datos
de hechos”. Además, señala cómo la tesis sostenida
por el registrador, de seguirse, implicaría que se am-
pliase “infundadamente para el sistema de firma elec-
trónica una función calificadora que no se da en el
sistema de soporte papel y que…de generalizar (se),
llevaría a exigir que se aportase fotocopia o transcrip-
ción de todos los documentos públicos (impuestos,
Catastro, etc.) que deben incorporarse, con la matriz
al protocolo notarial”. La sentencia, además evalúa
la trascendencia de la interpretación que realiza y así
dice que con la misma “no sufre en absoluto el ámbi-
to de calificación del registrador (arts. 18LH y 6 RRM)
y tampoco la seguridad jurídica, plenamente cubier-
ta por la fe pública notarial y la responsabilidad del
notario, sin necesidad de una doble comprobación di-
recta”. Interpretación que es conforme tanto con los
arts 108 y 109 de la L. 24/2001 y, además, se da pleno
cumplimiento al art. 113.1 de la misma ley, así como
a la D.A. Primera “Fe pública y uso de firma electró-
nica”, apartado primero de la L. 59/2003.
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�
EL PROTESTO HA DE SER LEVANTADO 
NOTARIALMENTE, EX ART. 52 LCCH
n El protesto notarial aporta una mayor garantía que
deriva de la aplicación de unos trámites más rigurosos,
acreditados mediante la fe pública notarial.
� Sala de lo Civil � STS de 24 de marzo de 2011 � Número de recurso:
533/2011 � Ponente: JUAN ANTONIO XIOL RIOS � Consultar en CEN-
DOJ: 
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp (Roj: STS 2664/2011).

Notas generales: El Tribunal Supremo aborda co-
mo tema principal del recurso la interpretación rela-
tiva al “carácter notarial del protesto” en su Funda-
mento Jurídico tercero, y dice que “en una interpre-
tación literal de la cláusula cambiaria controvertida
debe tenerse en consideración que el artículo 52
LCCH establece que el protesto se hará por el nota-
rio, en los términos y condiciones que se establecen
en el artículo 52 y concordantes LCCH, por lo que, si
otra cosa no se deduce de la intención del otorgante,
por protesto debe entenderse el levantado en las con-
diciones que exige la LCCH y, por consiguiente, por
medio de notario”. A lo anterior añade que “la iden-
tidad de efectos entre el protesto exigido por la cláu-
sula de aval consignada en los pagarés y la declara-
ción equivalente no permite revertir esta interpreta-
ción. En efecto, los requisitos de ambos son distintos,
y el protesto notarial aporta una mayor garantía que
deriva de la aplicación de unos trámites más riguro-
sos, acreditados mediante la fe pública notarial, con-
sistentes en la comunicación mediante cédula al li-
brado y el otorgamiento a este en determinado plazo
de la facultad de pagar la letra o hacer manifestacio-
nes congruentes con el protesto, las cuales pueden te-
ner interés desde el punto de vista de los derechos del
avalista”. Con base en lo anterior la sentencia con-
cluye que “debe considerarse correcta la doctrina de
que la cláusula que condiciona el aval de un título
cambiario a que este sea protestado debe entenderse
en el sentido de que el protesto debe levantarse con
los requisitos establecidos en la LCCH y, por consi-
guiente, por medio de notario, aun cuando dichos re-
quisitos no se hagan constar expresamente; y que no
se cumple esta exigencia mediante la declaración
prevista en el artículo 51.2 LCCH , aunque produzca
todos los efectos cambiarios del protesto”.

� �

USO DE LA VIVIENDA FAMILIAR EN CASO 
DE DIVORCIO 
n Atribución del uso de la vivienda familiar cuando el
progenitor custodio tiene otra vivienda, donde convive
con su nueva pareja y el hijo común. 
� Sala de lo Civil � STS de 29 de marzo de 2011 � Número de recur-
so: 141/2008 � /Ponente: Encarnación Roca Trias � Consultar en
CENDOJ: 
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp (Roj: STS 1657/2011).

Notas generales: Motivo de casación: Error interpre-
tativo e infracción en la aplicación del Art. 96 CC, re-
solviendo la sentencia recurrida sobre cuestiones en
las que hay jurisprudencia contradictoria de las Au-
diencias Provinciales (que concluye el Supremo, en
este caso, que se refieren a supuestos distintos). El mo-
tivo se desestima. El art. 96 CC tiene como finalidad la
protección del interés del menor. Esta norma está en
relación con la condición de menores de los hijos a los
que se atribuye el uso de la vivienda, derecho inclui-
do en el de alimentos que forma el contenido de la pa-
tria potestad (art. 154.2.1 CC). El art. 96.1 CC presupone
que este específico contenido de la potestad puede ser
de difícil ejecución cuando se produce la separación
de los progenitores y por ello y para evitar controver-
sias entre ellos, normalmente propietarios de la vi-
vienda familiar, la atribuye a los hijos y a quien osten-
ta su guarda y custodia precisamente como titular de
la obligación que le impone el art. 154, 2.1 CC. Terce-
ro. Dicho lo anterior, cuando el hijo no precisa de la
vivienda familiar, no puede pretenderse una especie
de reserva de la que fue vivienda familiar durante el
matrimonio para poder usarla en el hipotético caso en
que no fuese posible el uso de la vivienda en la que
ahora el hijo convive con la titular de su guarda y cus-
todia. La atribución del uso del que fue hasta el mo-
mento de la separación el domicilio familiar constitu-
ye una forma de contribuir al deber de alimentos de
los hijos, aspecto que en el presente caso, se encuen-
tra perfectamente cubierto por la aportación de la ma-
dre que no debe olvidarse, tiene también el deber de
prestarlos a su hijo menor. La atribución del uso al
menor y al progenitor se produce para salvaguardar
los derechos de éste, pero no es una expropiación del
propietario. Decidir en el sentido propuesto por la re-
currente sería abuso del Derecho. 

�
ARRENDAMIENTOS RÚSTICOS E HISTÓRICOS.
RETRACTO Y PRÓRROGA
n Legislación aplicable en el caso de arrendamientos
rústicos históricos en los que ha transcurrido el plazo
de prórroga legal, y no se ha ejercitado el derecho de
acceso a la propiedad.
� Sala de lo Civil � STS de 22 de marzo de 2011 � Nº de recurso:
1545/2007 � Ponente: José Antonio Seijas Quintana � Consultar en
CENDOJ: 
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp (Roj: STS 1660/2011).

Notas generales: El planteamiento del recurso se
dirige a determinar cuál es la legislación aplicable en
el caso de arrendamientos rústicos históricos en los
que ha transcurrido el plazo de prórroga legal, y no
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queda incluida en el artículo 1362.2 Código Civil y no
constituye carga del matrimonio a los efectos de lo
dispuesto en los artículos 90 y 91 Código civil. Un ma-
trimonio casado en gananciales compra una vivien-
da que financia con un préstamo hipotecario reca-
yente sobre dicha vivienda familiar. Se divorcian, y
en el convenio regulador se atribuye el uso de la vi-
vienda a la mujer y los dos hijos (nada se dice sobre
la propiedad de la vivienda, luego hay que entender
que corresponde a ambos cónyuges). La mujer pre-
tende que las cuotas del préstamo hipotecario las pa-
gue el marido como carga del matrimonio ex artícu-
lo 90 Código civil. El marido señala que las cuotas
han de pagarlas los dos –marido y mujer– ya que tal
préstamo hipotecario es una deuda de la sociedad de
gananciales ex artículo 1362.2 Código civil. El TS da
la razón al marido y señala que las cuotas del présta-
mo hipotecario 'deberán ser pagadas por mitad entre
los cónyuges propietarios mientras no se haya pro-
cedido a la liquidación de la sociedad de gananciales.'

�

NO INTERRUPCIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN 
DEL ISD  
n La presentación de escritura con posterioridad al
documento privado destinado a la liquidación no
interrumpe la prescripción del ISD.
� Sala de lo Contencioso Sección 2ª � STS de 17 de marzo de 2011

� Nº de recurso: 3024/2007 � Ponente: Angel Aguallo Avilés � Con-
sultar en CENDOJ: 
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp (Roj: STS 1575/2011).

Notas generales: La Sala considera que "no es po-
sible defender, como hace la letrada regional, que la
escritura de manifestación, aceptación y adjudica-
ción de herencia, presentada ante la Oficina Liquida-
dora de Gijón el día 29 de enero de 1999, tuviera vir-
tualidad suficiente para interrumpir el plazo de pres-
cripción, en la medida en que dicha escritura no
puede entenderse, siguiendo lo establecido en el art.
66.1.c) de la LGT, como una «actuación del sujeto pa-
sivo conducente al pago o liquidación de la deuda»,
al carecer, claramente, de una finalidad tributaria.
La presentación de dicha escritura en nada alteró la
liquidación finalmente girada al obligado tributario,
pero sí permitió a la Administración recurrente uti-
lizarla como pretexto para interrumpir formalmen-
te el lapso temporal prescriptivo y lanzar aquélla, en-
cubriendo, de esta manera, el hecho de que, aun dis-
poniendo de la información esencial para liquidar,
no lo hizo dentro del plazo de prescripción.” �

se ha ejercitado el derecho de acceso a la propiedad.
Una cosa es que el día 31 de diciembre 1997 finaliza-
ra el derecho del arrendatario a acceder a la propie-
dad en las condiciones establecidas en la ley, y otra
distinta que el contrato quedara desde entonces au-
tomáticamente extinguido. El arrendamiento persis-
te hasta la notificación fehaciente que el arrendador
deberá dirigir al arrendatario comunicándole su pro-
pósito de recuperación de las fincas con ofrecimiento
del pago de la correspondiente indemnización, como
proclama el artículo 4-1 de la ley. Mientras esto no se
cumpla (y no consta que se hiciera), el contrato con-
tinúa vigente, y con él el derecho del arrendatario a
continuar en la explotación de la finca con derecho a
percibir no solo dicha indemnización, sino a ejerci-
tar aquellos otros que la ley otorga y que no se hubie-
ran extinguido. La expiración de la prórroga legal no
produce la extinción del contrato de arrendamiento
rústico ya que el artículo 83.1,b) LAR deja a salvo que
hubiere habido tácita reconducción y ello, sin duda,
reproduce las características de aquél (salvo las mo-
dificaciones introducidas con la ley 1/92), no así en
cuanto al plazo de duración, pues éste no será el que
regía en el contrato extinguido, sino el que ha de ser
dentro de la reconducción conforme al Código Civil.
En definitiva, la LARH 1/92 modifica la LAR 83/80,
incluso deroga los artículos 98.1 y 99, en lo que res-
pecta al derecho de acceso a la propiedad del arren-
datario, y al complemento indemnizatorio por aban-
dono, que refiere el artículo 4.1, sin la limitación tem-
poral impuesta para el acceso, pero ello no obstante,
y en lo demás, los arrendamientos comprendidos en
el ámbito de aplicación de la LAR 1980 siguen rigién-
dose por la misma que es la que determina su régi-
men jurídico, salvo en lo que respecta al tiempo de
duración, que es el propio de la tácita reconducción
del contrato de arrendamiento en el que se mantiene
la relación arrendaticia y en cuya situación no pier-
de la condición de arrendatario que le permite ejer-
citar el derecho de retracto, por no prohibirlo la LAR. 

�

PAGO DE CUOTAS DEL PRÉSTAMO 
HIPOTECARIO EN CASO DE DIVORCIO
n Pago de las cuotas correspondientes al préstamo
hipotecario contratado por ambos cónyuges para la
adquisición de vivienda familiar.
� Sala de lo Civil � STS de 28 de marzo de 2011 � Nº de recurso:
2177/2007 � Ponente: Encarnación Roca Trías � Consultar en CEN-
DOJ: 
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp (Roj: STS 1659/2011).

Notas generales: El pago de las cuotas correspon-
dientes al préstamo hipotecario contratado por am-
bos cónyuges para la adquisición de la propiedad del
inmueble destinado a vivienda familiar constituye
una deuda de la sociedad de gananciales y como tal
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INSCRIPCIÓN DE ESCRITURA AUTORIZADA
POR NOTARIO ALEMÁN 
n Esta sentencia anula la RDGRN de 20 de mayo de
2005, y permite la inscripción de una escritura
autorizada por notario alemán.
� SAP de Alicante. Sección sexta, de 2 de marzo de 2011.

Notas generales: Esta sentencia confirma otra del
Juzgado de Primera Instancia número 9 de Alicante,
de 5 de julio de 2007, por la que se anuló la Resolución
de la DGRN de 20 de mayo de 2005. La resolución anu-
lada denegaba la inscripción de una escritura alema-
na de compraventa relativa a un inmueble sito en Es-
paña, a través de dos tipos de argumentos: 1.- Los re-
lativos a las funciones que específicamente cumple
el notario español, protegiendo no sólo a las partes,
sino también a los terceros, incluyendo entre ellos a
la Administración y a la Hacienda Pública. Se desta-
ca así que la exigencia de forma notarial para acce-
der al Registro de la Propiedad español está relacio-
nada con el control de legalidad y las obligaciones de
colaboración con las Administraciones que realiza
el notario español y no puede realizar un notario ex-
tranjero. 2.- El diferente sistema de transmisión del
dominio en los derechos español y alemán, teniendo
en cuenta que en el sistema alemán la escritura care-
ce de efectos traslativos por sí sola. La sentencia dic-
tada confirma la dictada en primera instancia al se-
ñalar: 1.- Que no existe precepto legal alguno que im-
pida la inscripción de escrituras extranjeras, y al
contrario, el artículo 4 de la Ley Hipotecaria estable-
ce un principio de amplitud en la admisión de docu-
mentos extranjeros en el Registro de la Propiedad es-
pañol, por lo que las consideraciones de la DGRN no
justifican la denegación de la inscripción en el caso
concreto. 2.- En cuanto a la falta de efectos traslati-
vos, afirma repetidamente que la cuestión se plantea
por primera vez en la resolución y no en la nota de
calificación. Aunque a la vista de la resolución, es
claro que ya figuraba en el recurso inicial, y por tan-
to en la nota. No obstante, señala que en este caso, al
reservarse el vendedor un derecho de habitación, tie-
ne lugar el constitutum possessorium. La sentencia
asimila íntegramente el usufructo al derecho de ha-
bitación, cuando es evidente que éste último no con-
lleva una posesión exclusiva, volviendo a la cuestión
general sobre admisibilidad de documentos notaria-
les extranjeros. Hasta no hace demasiado tiempo, la
exigencia de intervención de fedatario público espa-
ñol era exigida por la legislación española sobre in-
versiones exteriores. Dicho requisito fue eliminado
a la luz del Dictamen de la Comisión Europea de 27-
1-1998. Lo que la Comisión rechazaba era la “... nor-
mativa conforme a la cual la adquisición de bienes
por parte de personas que no dispongan de una resi-
dencia en España sea formalizada en un documento
autorizada por un notario español con vistas a su ins-�

�
LÍMITE AL TIPO DE INTERÉS DE DEMORA 
EXIGIBLE EN UN PRÉSTAMO HIPOTECARIO 
n Los intereses de demora de un préstamo
hipotecario pactados no pueden exceder de 2,5 el
interés legal del dinero.
� SAP de Álava de 13 de abril de 2011 � Nº de recurso: 672/2010 � Po-
nente: Edmundo Rodríguez Achutegui � Consultar en CENDOJ: 
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp (Roj: SAP VI 4/2011).

Notas generales: Se trata de una ejecución hipote-
caria en la que el acreedor reclama, entre otros, los
intereses de demora conforme al tipo del 18% pacta-
do en la escritura de préstamo hipotecario. La parte
deudora se opone e impugna tales intereses por exce-
sivos. El Juzgado de Primera Instancia da la razón a
la parte acreedora, y la parte deudora apela ante la
Audiencia. La ley de 23 de julio de 1908, sobre repre-
sión de la usura, también se aplica al interés de de-
mora, y menciona que existen al menos dos senten-
cias en tal sentido (si bien la jurisprudencia domi-
nante es la contraria.) No se aplica directamente al
supuesto enjuiciado el artículo 19.4 Ley de Crédito al
Consumo (que limita el interés a 2,5 veces el interés
legal), ya que tal precepto se refiere al interés remu-
neratorio y a los créditos, no préstamos. Pero, conti-
núa la Sentencia, tal precepto es una 'referencia rele-
vante.' Los intereses de demora no se pueden pactar
con plena libertad sino que han de respetar los lími-
tes a la libertad contractual. 'Pero además los intere-
ses moratorios tienen naturaleza de pena, de sanción
al incumplidor' por lo que tales intereses de demora,
como toda cláusula penal, es moderable por los tri-
bunales conforme al artículo 1.154 Código Civil. Se
trata, por tanto, de precisar si los concretos intereses
de demora pactados en este caso –18%– son abusivos.
Es cierto que no cabe aplicar a nuestro supuesto la
Ley de Condiciones Generales de la Contratación, ya
que el préstamo hipotecario es del año 2003. Pero sí
era entonces aplicable la Ley General para la Defen-
sa de los Consumidores y Usuarios, que ya incluía
entre los consumidores al adquirente como destina-
tario final de un inmueble. Pues bien, en base al ar-
tículo 10bis.2 Lgdcu y los artículos 7.2 y 1.154 Código
civil, el tribunal procede a integrar la cláusula nula
para darle contenido y aplica como interés de demo-
ra 2,5 veces el interés legal del dinero, resultando
aplicable un 10,62.

�
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cripción en el Registro de la Propiedad”.  Es decir, el
problema no era tanto que se exigiera escritura pú-
blica española para el acceso a nuestro Registro de la
Propiedad, sino que se impusiese al no residente, por
el mero hecho de no serlo, una forma adicional. De
hecho, el sistema registral alemán sólo admite docu-
mentos autorizados por notario nacional. 

�

EL NOTARIO DEBE LIMITARSE A VALORAR 
LA SUFICIENCIA DE LAS FACULTADES 
REPRESENTATIVAS
n Nueva confirmación, conforme al art. 98 de la Ley
24/2001.
� SJPIª nº 5 de Albacete, de 28 de abril de 2011. 

Notas generales: El magistrado, tras señalar que, des-
de el punto de vista literal, no puede entenderse “rese-
ña identificativa del documento” como “reseña de su
contenido”, “puesto que ello vacía al precepto de su
sentido más propio”, afirma que, conforme al art. 98
“no se desprende la necesidad de que el notario deba
insertar, además de aquella reseña identificativa del
documento auténtico justificativo de la representación
alegada, los concretos particulares de dicho documen-
to acreditativo de representación, en orden a que pue-
da el Registrador valorar a su vez las facultades repre-
sentativas…”. “Esta función le viene atribuida, en ex-
clusiva, al Notario, sin que proceda que por parte del
registrador se efectúe una nueva e idéntica valoración
de las mismas facultades”. Y concluye “De la redacción
del repetido art. 98, posterior a la del artículo 18, párra-
fo 1º de la Ley Hipotecaria, se desprende, de forma ro-
tunda, la voluntad del legislador de atribuir esa valo-
ración de las facultades representativas al Notario, ba-
jo su exclusiva responsabilidad….)”. Y añade, tras citar
el art. 98, 1 y 2, “Sin que exista necesidad alguna de que
por parte del Notario se testimonie, ni en todo ni en
parte, el documento que contenga las facultades repre-
sentativas alegadas, dado que, se insiste, al Registra-
dor no le corresponde efectuar la valoración misma de
ese documento ni de si esas facultades contenidas en
el mismos son o no son suficientes para el otorgamien-
to de la correspondiente escritura, lo que corresponde
al Notario, sin que proceda la revisión de su valoración
por el Registrador”. Conforme a todo el razonamiento
expuesto, el FD 4 acaba manifestando que “Por último,
en el ejercicio de esa función calificadora, el registra-
dor no podrá, en ningún caso, solicitar que se le acom-
pañe el documento auténtico del que nacen las faculta-
des representativas se le transcriban facultades o que
se le testimonien total o parcialmente contenido algu-
no de dicho documento auténtico… igualmente no po-
drá acudir a ningún medio extrínseco de calificación”.
Esta sentencia confirma la regla general a este respec-
to establecida por la mayoría de los juzgados. 

� �

SOBRE LA EJECUCIÓN PROVISIONAL DE LA
SENTENCIA SOBRE 'CLÁUSULAS SUELO' 
n Se deniega la ejecución provisional de la SJMer. de
Sevilla Nº 3 ( 30-9-2010 ) en la que se declara la
invalidez de la 'cláusulas suelo', pero se permite la
ejecución por particulares.
� SJMer. Nº 2 de Sevilla, de 12 de abril de 2011.

Notas generales: El JMer. de Sevilla 2 dictó senten-
cia de 30 de septiembre de 2010, que todavía está pen-
diente de apelación. En ella, ante una acción colecti-
va de cesación, se declara la nulidad por abusivas de
las 'cláusulas suelo' analizadas en el concreto pleito,
en base a: Las cláusulas de autos no son meras cláu-
sulas de intereses sino que tienen el carácter de con-
dición general por lo que no son objeto de la libre dis-
posición o negociación entre las partes sino que nor-
malmente vienen predispuestas e impuestas por la
parte acreedora. Por ello quedan sujetas a la legisla-
ción sobre protección de los consumidores. En tal
sentido, dice la Sentencia, recuerdan otras cláusulas
en materia de intereses, como es la relativa al redon-
deo del mismo. La 'cláusula suelo' es legal (ver OM de
5 de junio de 1994, Anexo II, apartado 3º), siempre,
claro está, que no resulte abusiva. Por ello un pacto
que solo tuviera 'cláusula suelo' sería nulo por falta
de reciprocidad en perjuicio del deudor. Pero tam-
bién será nulo si, pese a existir no solo 'cláusula sue-
lo' sino también 'cláusula techo' existe un desfase en-
tre ambas, lo que ocurre cuando el techo es difícil-
mente alcanzable. Y es precisamente este desfase
entre la 'cláusula suelo' y la 'cláusula techo', con rup-
tura de la reciprocidad entre las partes, el argumen-
to clave para declarar la nulidad de las 'cláusulas sue-
lo' objeto del pleito.] 2.- La asociación demandante
–AUSBANC– solicita la ejecución provisional de di-
cha sentencia. Las entidades bancarias demandadas
se oponen a tal ejecución, y alegan que se les causa-
ría un daño enorme si se ejecuta la sentencia y hu-
biera que devolver a los diversos prestatarios las can-
tidades reclamadas. Por ello, y dado que la sentencia
no es firme, consideran que la ejecución provisional
puede ser muy perjudicial. El juzgado dicta el presen-
te auto dejando en suspenso la ejecución acordada,
'al menos, en relación a la Asociación actora.' Ahora
bien, el auto admite 'ejecuciones particulares' por
parte de consumidores directamente beneficiados
por dicha sentencia, en relación a hipotecas ya firma-
das o que se firmen. 
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